






Latinoamérica y el Caribe
Algunas de las lecciones parecen haber sido 
aprendidas. En el actual proceso de paz, en 
el marco de la Ley 1448, Ley de Víctimas y 
Restitución de Tierras, se dictan medidas 
para proporcionar un conjunto holístico 
de atención, asistencia y reparación a las 
víctimas del conflicto: medidas legales, 
administrativas, sociales y económicas. Otro 
ejemplo de buena práctica es el lanzamiento 
del programa Camino Diferencial de Vida para 
la reintegración de menores excombatientes; 
el cual, a diferencia del enfoque anterior, 
se centra sólidamente en la restitución de 
derechos, la reconciliación comunitaria y la 
construcción del tejido social de la sociedad7.
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Nuevos detonantes de desplazamiento en Colombia
Alfredo Campos García
La violencia y el desplazamiento no han terminado con la firma del acuerdo de paz en Colombia.
El reciente Acuerdo de Paz firmado entre 
el gobierno de Colombia y el mayor grupo 
guerrillero del país, las FARC1, ha disparado 
las expectativas de conseguir por fin una 
paz estable y duradera.  No obstante, las 
acciones de otros grupos armados suponen 
una seria amenaza de cara a conseguir este 
objetivo. Esto es particularmente evidente en 
la región del suroccidente de Colombia, donde 
hay una presencia extendida de cultivos y 
negocios ilícitos, actores armados como las 
desmovilizadas FARC, ELN2 y grandes bandas 
criminales (BACRIM, de “bandas criminales” 
o también llamados más recientemente Grupos 
Armados Organizados). Toda la región en 
sí constituye un corredor para el tránsito 
de estos grupos y los productos con los que 
trafican, ya que conecta la cordillera y las zonas 
de producción o extracción con el pacífico 
y los grandes puertos y rutas de salida.
Desde la firma del acuerdo de paz, 
otros grupos armados se han trasladado 
para ocupar el terreno abandonado por las 
FARC. Los enfrentamientos armados entre 
las fuerzas gubernamentales y el ELN están 
ocasionando graves violaciones de los derechos 
humanos al mismo tiempo que provoca el 
desplazamiento masivo de poblaciones y 
comunidades enteras, como la del grupo étnico 
Wounaan de la comunidad Taparalito. Y las 
actividades ilegales de las bandas criminales y 
otras pandillas paramilitares dan lugar a sus 
propios problemas sociales y ambientales.
La retirada de las FARC y la posterior 
aparición del ELN en el departamento del 
Cauca ha tenido sorprendentes repercusiones 
negativas para la población local. En los 
territorios que antes ocupaba, las FARC 
ejercían al menos alguna autoridad y, por 
ejemplo, avisaba a la población civil de 
dónde se encontraban las minas. Con la 
retirada de las FARC, ha cesado esta peculiar 
labor de “tutela” hacia la población.
Por estas razones, muchas personas 
desplazadas internamente en el suroeste 
de Colombia se ven abocadas a abandonar 
el país, en dirección a Chile o Ecuador o 
incluso hacia América del Norte o Europa.
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